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Dip. Juan Hugo de la Rosa García 

2025. AÑO DE LA MUJER INDÍGENA 
 
 
INICIATIVA QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA 
LEY DE VIVIENDA, Y SE ADICIONAN OTRAS A LA LEY NACIONAL DE 
EXTINCIÓN DE DOMINIO Y A LA LEY DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA EN MATERIA DE VIVIENDA ADECUADA, SUSCRITA POR EL 
DIPUTADO JUAN HUGO DE LA ROSA GARCÍA DEL GRUPO PARLAMENTARIO 
DE MORENA.  
 
 
Quien suscribe, Juan Hugo de la Rosa García, diputado a la LXVI Legislatura del 
Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario de Morena, con 
fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como 6, párrafo 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la 
Cámara de Diputados, someto a consideración de esta soberanía la siguiente 
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley de Vivienda, se adicionan otras a la Ley Nacional de 
Extinción de Dominio y a la Ley del Servicio de Administración Tributaria.  
 
 

Exposición de Motivos 
 
 
La reforma al artículo cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, publicada el 07 de febrero de 1983, reconoció el derecho de toda familia 
“de disfrutar de vivienda digna y decorosa”, disposición que fue reformada mediante 
el decreto publicado el 02 de diciembre de 2014 para precisar que el derecho 
corresponde a “toda persona” y consiste en el disfrute de una “vivienda adecuada”, 
estableciendo el artículo sexto transitorio de la más reciente reforma, un plazo de 
ciento ochenta días a partir de su publicación para armonizar la legislación 
secundaria. 
 
La definición del derecho a la vivienda adecuada es, además, consistente con el 
contenido del artículo 11, numeral 1, del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, instrumento internacional ratificado por el 
Estado Mexicano. 
 
El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su observación 
número 04, adoptada en 1990 en Ginebra, Suiza, identifica siete aspectos que 
permiten integrar el contenido sustantivo del derecho, entre los cuales se 
encuentran: seguridad jurídica de la tenencia; disponibilidad de servicios, 
materiales, facilidades e infraestructura; gastos soportables; habitabilidad; 
asequibilidad; lugar; y, adecuación cultural. 
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Por lo que corresponde al primero de estos elementos, la seguridad jurídica de la 
tenencia, la observación general considera que:  
 

La tenencia adopta una variedad de formas, como el alquiler (público y 
privado), la vivienda en cooperativa, el arriendo, la ocupación por el 
propietario, la vivienda de emergencia y los asentamientos informales, 
incluida la ocupación de tierra o propiedad. Sea cual fuere el tipo de 
tenencia, todas las personas deben gozar de cierto grado de seguridad 
de tenencia que les garantice una protección legal contra el desahucio, 
el hostigamiento u otras amenazas. Por consiguiente, los Estados Partes 
deben adoptar inmediatamente medidas destinadas a conferir seguridad 
legal de tenencia a las personas y los hogares que en la actualidad 
carezcan de esa protección consultando verdaderamente a las personas 
y grupos afectados. 

 
En ese mismo sentido, la Ley de Vivienda establece la existencia de un Sistema 
Nacional de Información e Indicadores de Vivienda que, según su artículo 44, entre 
otros indicadores de evaluación comprende los siguientes: 
 

…metas por cobertura territorial; beneficiarios por grupos de ingreso en 
veces el salario mínimo y modalidades de programas, ya sea que se trate 
de vivienda nueva, sustitución de vivienda, en arrendamiento o del 
mejoramiento del parque habitacional; evaluación de los productos 
habitacionales en términos de su ubicación en los centros de población 
con respecto a las fuentes de empleo, habitabilidad de la vivienda y 
adaptabilidad a las condiciones culturales, sociales y ambientales de las 
regiones; y, evaluación de los precios de suelo, de las medidas de control 
para evitar su especulación y sus efectos en los programas 
habitacionales. 

 
Lo que se refuerza con la definición de las políticas y programas públicos de 
vivienda que deben contemplar, entre otras, la promovida empresarialmente, la 
autoproducida o autoconstruida, en propiedad, arrendamiento u otras formas 
legítimas de tenencia, según lo señala el artículo 5 de la referida ley. 
 
El tema es especialmente importante si se considera que, de acuerdo con los datos 
aportados por el INEGI en la Encuesta de Vivienda de 2020, el 21.1% de los hogares 
presentan necesidad de vivienda, lo que implica una necesidad de 8.2 millones de 
viviendas.1 
 

 
1 INEGI, Encuesta Nacional de Vivienda (ENVI) 2020 (disponible en línea) 
https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/envi/2020/doc/envi_2020_presentacion.pdf 
(consulta: 12 de febrero de 2025). 
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En 19 estados de la república, de Guerrero a Aguascalientes, entre el 68 y el 50% 
de las personas que rentan su vivienda lo hacen porque no tienen acceso a créditos 
o porque no tienen recursos,2 de ahí la importancia de la decisión adoptada por la 
Presidenta de la República, la Dra. Claudia Sheinbaum Pardo, para lograr la 
construcción y dotación de un millón de viviendas nuevas durante el actual sexenio. 
 
Dadas las distintas condiciones sociales, culturales, regionales y de movilidad 
interna, entre otras, la plena garantía del derecho a la vivienda adecuada no puede 
contemplar exclusivamente la modalidad de propiedad, sino que debe considerar 
un margen posible de arrendamiento como condición complementaria. Según los 
datos del INEGI, recién aludidos, 16.4% de las viviendas se encontraban en 
condiciones de arrendamiento, lo que equivale a una cantidad de 5.8 millones, de 
las cuales sólo el 54% contaban con un contrato de renta vigente.3  
 
La falta de contrato es, sin lugar a dudas, uno de los problemas estructurales más 
importantes de la vivienda en su modalidad de arrendamiento y, en el pasado, 
propiciaron los movimientos inquilinarios históricos de principios del siglo XX, los 
cuales condujeron a la emisión de las distintas leyes inquilinarias aprobadas para 
el, en ese entonces, Distrito Federal, Yucatán, Campeche, Veracruz, San Luis 
Potosí, Zacatecas, Aguascalientes y Nayarit, hasta que fueron derogadas por la 
incorporación de regulaciones en materia de arrendamiento en los distintos códigos 
civiles.4 
 
Durante el periodo de la segunda guerra mundial, en nuestro país se adoptó la 
política de congelamiento de rentas en el Distrito Federal, Guanajuato, Guerrero, 
Estado de México, Nuevo León, Veracruz, Aguascalientes, Coahuila y Chiapas, lo 
que tuvo efectos sobre entre 113,000 y 120,250 viviendas, según diversos cálculos.5 
 
La no actualización de estas decisiones provocó que las condiciones para 
solucionar los conflictos entre propietarios y arrendatarios terminaran supeditadas 
a la corrupción, el abuso y la arbitrariedad, propiciando el ocultamiento de 
expedientes judiciales y lanzamientos sin previa notificación a las familias. 
 
A lo largo de la segunda mitad del siglo pasado, fueron variadas las distintas 
iniciativas de reformas a los ordenamientos jurídicos para tratar de mejorar las 
condiciones en las que se realiza el arrendamiento de inmuebles, especialmente los 
destinados a la vivienda, lo mismo para considerarlo como de interés social, para 
establecer bases mínimas en los contratos, para definir los plazos de los contratos. 
 

 
2 Id. 
3 Id. 
4 Cfr., MÉNDEZ RODRÍGUEZ, Alejandro, Debate inquilinario en la Ciudad de Mexico durante el siglo 
XX, México, Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Económica-
Miguel Ángel Porrúa, 2001, pág. 31. 
5 Cfr., Ibid., pág. 47. 



 
 

 4 

Dip. Juan Hugo de la Rosa García 

Con el paso del tiempo se generó una determinada regulación del arrendamiento 
de vivienda en los códigos civiles, eso implica que la visión jurídica tradicionalmente 
adoptada consistió en situar la materia en el ámbito de una relación entre 
particulares; si bien se considera la necesidad de que el Estado intervenga 
definiendo bases mínimas de regulación civil o adoptando decisiones como el 
congelamiento de rentas o la adopción de figuras administrativas como la hoy 
extinta Procuraduría Social en la capital del país. 
 
Lo anterior se aprecia, con mayor claridad, en el problema histórico en materia de 
arrendamiento, específicamente en la existencia y acceso al contrato que, en su 
mejor regulación, correspondiente al Código Civil para el Distrito Federal, establece, 
en su artículo 2406, lo siguiente: 
 

ARTICULO 2406.- El contrato de arrendamiento debe otorgarse por 
escrito. La falta de esta formalidad se imputará al arrendador y en su 
caso, dará derecho al arrendatario a que demande cuando por virtud de 
tal omisión se cause un daño o perjuicio, siempre que estos sean 
consecuencia directa de aquella. 

 
Esa disposición traslada a la parte más débil de la relación contractual el deber de 
promover la acción ante el incumplimiento del arrendador, siempre y cuando la falta 
de esa formalidad le “cause un daño o perjuicio” y que eso sea “consecuencia 
directa” de su ausencia, lo que implica que se tenga que acreditar, en primer lugar, 
la existencia de la relación contractual, lo cual se consigue de manera perfecta con 
el instrumento cuya ausencia se demanda, y, en segundo término, se omite 
establecer un procedimiento para obtener lo que tendría que ser la más básica 
situación dentro del contexto ordinario ajeno al conflicto. 
 
La regulación de la materia es, lamentablemente, discordante en el país; por 
establecer algunos ejemplos, en 22 de los 32 estados de la república, no existe una 
duración mínima de los contratos de renta (Baja California, Sonora,  Chihuahua, 
Coahuila, Nuevo León, Tamaulipas, Durango, San Luis Potosí, Colima, Guanajuato, 
Michoacán, Querétaro, Hidalgo, Puebla, Tlaxcala, Estado de México, Morelos, 
Veracruz, Oaxaca, Tabasco, Yucatán y Quintana Roo);6 en algunos casos tampoco 
existe una determinación precisa para que las rentas se definan en moneda 
nacional. La ausencia de una adecuada regulación y la debilidad de la existente 
propicia que los problemas tradicionales persistan y se incrementen como 
consecuencia de los fenómenos urbanos emergentes, como la gentrificación o 
aquellos socialmente persistentes como las condiciones de discriminación. 
 
No es que lo anterior haya sido una ruta equivocada. Evidentemente, las relaciones 
contractuales entre dos particulares deben sujetarse a las disposiciones normativas 

 
6 ESCOFFIÉ, CARLA, País sin techo. Ciudades, historia y luchas sobre la vivienda, 5ª reimpresión, 
México, Grijalbo, 2024, pág. 131. 
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de carácter civil, cuya determinación corresponde a las entidades federativas y a la 
Ciudad de México. El problema es que esa visión resulta insuficiente cuando se 
trata de establecer las garantías esenciales de un derecho constitucional e 
internacionalmente reconocido por el Estado Mexicano. 
 
Lo que la presente iniciativa pretende no es alterar el ámbito de competencias 
definido para la determinación de la regulación contractual entre los particulares, 
sino identificar el reconocimiento constitucional e internacional del derecho humano 
a la vivienda y cumplir con el mandato del tercer párrafo del artículo primero 
constitucional que ordena a todas las autoridades, en el ámbito de sus atribuciones, 
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos. En este caso, 
establecer las condiciones mínimas que permitan proteger el componente de 
seguridad jurídica de la tenencia de las viviendas en su modalidad de 
arrendamiento, vinculando a las entidades federativas para que, en el ámbito de sus 
competencias, desarrollen los requisitos señalados a través del presente decreto. 
 
Ahora bien, la vivienda en su modalidad de arrendamiento, en efecto, genera una 
relación jurídica entre dos partes involucradas, por lo tanto la directa relación entre 
una pluralidad de derechos que conviene identificar para establecer una relación 
armónica entre ellos. La iniciativa que se presenta a consideración de esta 
asamblea no sólo se limita a determinar condiciones que garanticen los derechos 
de una ellas. La necesidad de reconocer la importancia del principio de seguridad 
jurídica conduce a establecer garantías a ambas partes y proteger todos los 
derechos de los participantes en esa modalidad de tenencia legal. 
 
En el caso del arrendatario, acceder al contrato, que debe de observar los 
elementos mínimos que permitan la adecuada garantía del derecho a la vivienda 
adecuada en su componente de seguridad jurídica de la tenencia y que se proponen 
definir en la Ley de Vivienda, en primer término, para que posteriormente sean las 
entidades federativas y la Ciudad de México las encargadas de trasladarlas y 
desarrollarlas en los ordenamientos civiles, sin prescindir de las regulaciones 
actualmente existentes. Por parte del arrendador, el interés más importante consiste 
en la protección de su derecho a la propiedad, lo que se pretende proteger 
reenviando a los legisladores locales la necesidad de definir las causas de rescisión 
del contrato y el procedimiento, ágil y expedito para ello, con la finalidad de evitar 
que el uso arbitrario e ilegal de la fuerza sea el medio para resolver estos conflictos, 
lo que, además, puede ser constitutivo de conductas penalmente sancionadas. 
 
Adicionalmente, es necesario considerar que el mayor riesgo que corre el 
propietario del inmueble es resultado de la regulación actual en materia de extinción 
de dominio, por el posible uso del bien para conductas que pudieran provocar el 
inicio de ese procedimiento y su aseguramiento por la comisión de actos delictivos 
totalmente ajenos al arrendador. 
 



 
 

 6 

Dip. Juan Hugo de la Rosa García 

La regulación actual lo obliga a “no estorbar ni embarazar de manera alguna el uso 
de la cosa arrendada, a no ser por causa de reparaciones urgentes e 
indispensables”, lo que implica que entregue el bien y deje de tener control sobre lo 
que ocurre al interior del mismo ya que, en el caso del destinado al uso de vivienda, 
se constituye en el hogar del arrendatario y goza de la protección constitucional 
correspondiente. 
 
Observar el principio de seguridad jurídica en la relación que permite emplear un 
bien inmueble como vivienda, bajo la modalidad de arrendamiento permite, 
entonces, no sólo proteger al arrendatario, sino también generar condiciones de 
seguridad jurídica en beneficio del arrendador y evitar que padezca las 
consecuencias trascendentes de la comisión de conductas antijurídicas por parte 
del arrendatario, así lo comienzan a considerar los operadores judiciales quienes, a 
través de la tesis aislada I.5o.C.100 C (10a.), de Tribunales Colegiados de Circuito, 
establecieron:  
 
 

EXTINCIÓN DE DOMINIO. SI EXISTE PRUEBA DEL 
ARRENDAMIENTO Y DE QUE SUS TÉRMINOS SE LLEVARON A 
CABO NORMALMENTE, ELLO HACE PRESUMIR, A FAVOR DEL 
PROPIETARIO-ARRENDADOR DEL INMUEBLE, QUE DESCONOCÍA 
LA INDEBIDA UTILIZACIÓN DE DICHO BIEN Y QUE SU ACTUACIÓN 
HA SIDO DE BUENA FE. Cuando se ejerza la acción de extinción de 
dominio sobre un inmueble perteneciente a una persona a quien no se 
atribuye participación en la comisión de un hecho ilícito y si del análisis 
conjunto del material probatorio de autos se acredita la existencia de una 
relación de arrendamiento -en tanto se exhiben los contratos respectivos 
que cubren los requisitos legales esenciales para su eficacia y no se 
alega ni demuestra su falta de autenticidad o invalidez-, así como que 
los términos en que se desarrolló dicha relación evidencian la legal 
actuación del arrendador-propietario, ello se traduce en la eficacia 
probatoria del arrendamiento para demostrar el uso legal del inmueble 
controvertido y la actuación de buena fe del propietario. Lo anterior, 
porque la relación jurídica aludida se ha identificado legalmente, en 
términos generales, como un acuerdo en el que ambas partes se obligan 
recíprocamente, quedando el uso y goce temporal de la cosa arrendada 
a disposición de una persona distinta al arrendador; de ahí que si en el 
juicio de extinción de dominio existe prueba acerca del arrendamiento, 
así como de que sus términos se llevaron a cabo normalmente, ello hace 
presumir, a favor del propietario-arrendador del inmueble, que 
desconocía la indebida utilización de dicho bien y que su actuación ha 
sido de buena fe; máxime si no existen medios de convicción que 
evidencien lo contrario, esto es, que el afectado hubiere actuado 
participando -directa o indirectamente- en el hecho ilícito, o bien, 
diseñando o realizando algún mecanismo de ocultamiento de los bienes 
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objeto del delito, ni que dolosamente hubiere ocultado información 
relevante a la autoridad competente. La eficacia probatoria del 
arrendamiento en los términos señalados permite garantizar el adecuado 
ejercicio de la carga de la prueba dinámica aplicable en este tipo de 
asuntos, así como que la autoridad que participa como actora en los 
juicios de extinción de dominio, no actúe arbitrariamente, sino que deba 
cumplir con la finalidad que persigue su acción, esto es, combatir a la 
delincuencia organizada.7 

 
Para fortalecer el principio de buena fe del arrendador, la formalización del contrato 
y su registro ante el Sistema de Administración Tributaria, así como la expedición 
de recibos fiscales por la renta, permitirá acreditar que existe una relación jurídica 
de arrendamiento, que el propietario entregó al arrendatario el bien con la finalidad 
de que se destine, en este caso, al uso de vivienda y que la obligación de no interferir 
le impide tener pleno conocimiento de lo que ocurre en su interior, lo que se propone 
que influya como una condición excluyente en el procedimiento de extinción de 
dominio. 
 
Si bien lo anterior implica una tarea específica al Servicio de Administración 
Tributaria, consistente en la recepción y registro de los contratos de arrendamiento 
y en la conservación de esa información para efectos de una posible investigación 
en materia de extinción de dominio, es necesario considerar un tercer beneficio de 
la iniciativa que se presenta. 
 
De acuerdo con la información preliminar del INEGI, sobre la Medición de la 
Economía Informal en México, durante 2023, ese sector participó en el 24.8% del 
PIB en valores corrientes, el 10.8% de ese monto se integra por 11 actividades entre 
las cuales se encuentran los servicios inmobiliarios y de alquiler de bienes muebles 
e intangibles,8 esto es así porque con cierta frecuencia, la vivienda en 
arrendamiento adopta la modalidad de firma de pagares, el pago en efectivo con 
recibos que no cumplen con los requisitos fiscales, lo que provoca que los ingresos 
no se reporten. 
 
De esta forma, la falta de seguridad jurídica en las relaciones contractuales de la 
vivienda en arrendamiento genera condiciones de riesgo tanto para la protección 
del derecho a la vivienda adecuada de las personas arrendatarias como para el 
derecho a la propiedad del arrendador y debilita la incorporación de los agentes 
económicos a la formalidad, aspectos que esta iniciativa pretende resolver al 
proponer reformas y adiciones a la Ley de Vivienda, a la Ley Nacional de Extinción 
de Dominio y a la Ley del Servicio de Administración Tributaria.  
 

 
7 Registro digital: 2016734 
8 INEGI, Medición de la Economía Informal (MEI) 2023, preliminar, (disponible en línea) 
https://www.inegi.org.mx/app/saladeprensa/noticia/9544 (consulta: 13 de febrero de 2025). 
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En el caso de la Ley de Vivienda se propone reformar el segundo párrafo del artículo 
3 para que la regulación de la vivienda arrendada se rija por los principios de respeto 
a la legalidad y protección jurídica a la legítima tenencia. 
 
Por otro lado, se propone aprovechar el proceso de reforma para armonizar lo 
dispuesto en la fracción XII del artículo 6 y lo establecido en el cuarto párrafo del 
artículo 12 con la reforma constitucional en materia de simplificación administrativa, 
publicada el 20 de diciembre pasado. 
 
De manera similar y para dar cumplimiento al mandato del artículo sexto transitorio 
de la reforma constitucional publicada el 2 de diciembre de 2024, se propone 
reformar los artículos 1 primer párrafo, 2, 3 segundo párrafo, 4 fracciones IX y XII, 
5, 19 fracción I, 34 fracción IV y 77 con la finalidad de actualizar la definición del 
derecho como el de acceso a la vivienda adecuada. 
 
De igual forma se propone incluir un Título Séptimo Bis, denominado “De la Vivienda 
Arrendada”, integrado por un único capítulo intitulado “Disposiciones Generales” 
compuesto por los artículos 94 BIS, TÉR, y QUÁTER, los cuales reconocen que el 
derecho de acceso a la vivienda adecuada incluye la modalidad de arrendamiento, 
por lo que la regulación de lo que permita cumplir el principio de legalidad y 
seguridad jurídica de su tenencia debe considerarse como de orden público e 
interés general; así como las obligaciones mínimas que deben de regular los 
contratos de arrendamientos y desarrollarse en la legislación correspondiente, entre 
los que se encuentra el registro del mismo ante el Servicio de Administración 
Tributaria, como condición que permita formalizar la relación para efectos de una 
mayor protección del derecho de arrendador, lo que permite vincular la formalización 
del contrato de arrendamiento como condición excluyente del procedimiento de 
extinción de dominio, según lo que se regule en la ley de la materia. 
 
Vincular al legislador local para que, en el ámbito de sus competencias, al regular 
las relaciones contractuales entre particulares, observe la garantía de condiciones 
mínimas relacionadas con el derecho a la vivienda en su modalidad de 
arrendamiento, conduce a valorar que la existencia del contrato formal es la base 
esencial del respeto al principio de seguridad jurídica en la tenencia y la mejor 
protección al derecho a la propiedad del arrendador; la definición del plazo mínimo 
permite proteger, además, el derecho al proyecto personal de vida, especialmente 
cuando la vivienda se utiliza no sólo por el arrendatario, sino por el resto de la 
familia, entre ellos niños, niñas o adolescentes en edad escolar; definir el destino 
del inmueble como vivienda permite que se inserte la relación en el contexto de la 
protección de este derecho; mientras que la definición del monto, fecha y lugar del 
pago se relaciona con otro de los componentes del derecho en cuestión, los costos 
excesivos que resultan de vincular la obligación al tipo de cambio de la moneda 
nacional frente a otras divisas y propicia certeza sobre el cumplimiento de las 
obligaciones adquiridas; por último, la rescisión y el procedimiento contencioso 
pretenden proteger el derecho, esencialmente del propietario del inmueble y 
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garantizar la sumisión de todas las partes al orden jurídico y a las instituciones 
establecidas. 
 
La adición de un último párrafo al artículo 15 de la Ley Nacional de Extinción de 
Dominio contempla la figura de la presunción reforzada de buena fe de los 
inmuebles otorgados en arrendamiento para el uso de vivienda, cuando se acredite 
la previa relación contractual y el debido registro ante el Servicio de Administración 
Tributaria.  
 
Al respecto, es importante señalar que no se pretende que la recepción y registro 
de los contratos se realice a través de alguna plataforma electrónica diseñada de 
manera especial para ello, generando con eso una carga adicional a la 
administración pública federal. Lo que se propone es utilizar las plataformas 
existentes, entre las cuales se podría considerar el buzón tributario, que es 
precisamente lo que se considera con la propuesta de adición de la fracción XI Bis 
del Artículo 7 de la Ley del Servicio de Administración Tributaria. 
 
Como puede apreciarse, la presente iniciativa identifica los diversos intereses 
involucrados en la relación jurídica generada como consecuencia de la existencia 
del derecho de acceso a la vivienda adecuada en su modalidad de arrendamiento y 
establece condiciones que promueven la legalidad y la seguridad jurídica para 
proteger el derecho del arrendatario a una vivienda adecuada, en lo relacionado con 
la seguridad jurídica de la tenencia, al mismo tiempo que genera condiciones 
adicionales de protección al derecho de propiedad del arrendador, tanto para 
rescindir el contrato como para evitar consecuencias trascendentes en su 
patrimonio por actos cometidos en los inmuebles y ajenos a su responsabilidad. La 
condición que posibilita ambas circunstancias es la proporcional intervención de la 
autoridad a través de la recepción y registro de los contratos por parte del Servicio 
de Administración Tributaria, condición que contribuye a la incorporación a la 
economía formal de un importante sector de personas. 
 
Por último, y con la finalidad de asegurar la indispensable armonización legislativa, 
la iniciativa propone establecer un plazo de 180 días hábiles posteriores a la entrada 
en vigor de la iniciativa para que las entidades federativas y la Ciudad de México 
armonicen sus códigos civiles a las disposiciones señaladas en el presente decreto. 
 
Con la finalidad de que se aprecie con mayor claridad el contenido de la propuesta, 
se reproduce a continuación la siguiente tabla comparativa. 
 
Ley de Vivienda 
 

Texto vigente Iniciativa 

ARTÍCULO 1.- La presente Ley es 
reglamentaria del artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estados 

ARTÍCULO 1.- La presente Ley es 
reglamentaria del artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estados 
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Unidos Mexicanos en materia de 
vivienda. Sus disposiciones son de 
orden público e interés social y tienen 
por objeto establecer y regular la 
política nacional, los programas, los 
instrumentos y apoyos para que toda 
familia pueda disfrutar de vivienda 
digna y decorosa. 
 
… 
 
… 
 

Unidos Mexicanos en materia de 
vivienda. Sus disposiciones son de 
orden público e interés social y tienen 
por objeto establecer y regular la 
política nacional, los programas, los 
instrumentos y apoyos para que toda 
familia pueda disfrutar de vivienda 
adecuada. 
 
… 
 
… 

ARTÍCULO 2.- Se considerará 
vivienda digna y decorosa la que 
cumpla con las disposiciones jurídicas 
aplicables en materia de 
asentamientos humanos y 
construcción, salubridad, cuente con 
espacios habitables y auxiliares, así 
como con los servicios básicos y 
brinde a sus ocupantes seguridad 
jurídica en cuanto a su propiedad o 
legítima posesión, y contemple 
criterios para la prevención de 
desastres y la protección física de sus 
ocupantes ante los elementos 
naturales potencialmente agresivos. 

ARTÍCULO 2.- Se considerará 
vivienda adecuada la que cumpla con 
las disposiciones jurídicas aplicables 
en materia de asentamientos humanos 
y construcción, salubridad, cuente con 
espacios habitables y auxiliares, así 
como con los servicios básicos y brinde 
a sus ocupantes seguridad jurídica en 
cuanto a su propiedad o legítima 
posesión, y contemple criterios para la 
prevención de desastres y la protección 
física de sus ocupantes ante los 
elementos naturales potencialmente 
agresivos. 

ARTÍCULO 3.- … 
 
 
Las políticas y programas, así como 
los instrumentos y apoyos a la 
vivienda a que se refiere este 
ordenamiento, se regirán bajo los 
principios de respeto a la legalidad y 
protección jurídica a la legítima 
tenencia, así como el combate a la 
invasión de predios y al crecimiento 
irregular de las ciudades. 
 
 
… 

… 
 

ARTICULO 3.- … 
 
 
Las políticas y programas, los 
instrumentos y apoyos a la vivienda, 
así como la regulación jurídica de la 
vivienda arrendada a que se refiere 
este ordenamiento, se regirán bajo los 
principios de respeto a la legalidad y 
protección jurídica a la legítima 
tenencia, así como el combate a la 
invasión de predios y al crecimiento 
irregular de las ciudades. 
 
… 
 
… 
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… 
 

 
… 

ARTÍCULO 4.- Para los efectos de 
esta Ley, se entenderá por: 

 
I al VIII… 

 
IX. Mejoramiento de vivienda: la 

acción tendiente a consolidar o 
renovar las viviendas deterioradas 
física o funcionalmente, mediante 
actividades de ampliación, reparación, 
reforzamiento estructural o 
rehabilitación que propicien una 
vivienda digna y decorosa; 
 
X al XI… 

 
XII. Política Nacional de Vivienda: el 

conjunto de disposiciones, criterios, 
lineamientos y medidas de carácter 
general que se establecen para 
coordinar las acciones de vivienda que 
realicen las autoridades federales, de 
las entidades federativas y 
municipales, así como su concertación 
con los sectores privado y social, con la 
finalidad de cumplir con el mandato 
constitucional del derecho a la vivienda 
digna y decorosa; 
 
XIII al XV… 
 

ARTÍCULO 4.- Para los efectos de 
esta Ley, se entenderá por: 

 
I al VIII… 

 
IX. Mejoramiento de vivienda: la 

acción tendiente a consolidar o renovar 
las viviendas deterioradas física o 
funcionalmente, mediante actividades 
de ampliación, reparación, 
reforzamiento estructural o 
rehabilitación que propicien una 
vivienda adecuada; 
 
X al XI… 

 
XII. Política Nacional de Vivienda: el 

conjunto de disposiciones, criterios, 
lineamientos y medidas de carácter 
general que se establecen para 
coordinar las acciones de vivienda que 
realicen las autoridades federales, de 
las entidades federativas y municipales, 
así como su concertación con los 
sectores privado y social, con la 
finalidad de cumplir con el mandato 
constitucional del derecho a la vivienda 
adecuada; 
 
XIII al XV… 
 

ARTÍCULO 5.- Las políticas y los 
programas públicos de vivienda, así 
como los instrumentos y apoyos a la 
vivienda deberán considerar los 
distintos tipos y modalidades de 
producción habitacional, entre otras: la 
promovida empresarialmente y la 
autoproducida o autoconstruida, en 
propiedad, arrendamiento o en otras 
formas legítimas de tenencia; así como 
para las diversas necesidades 
habitacionales: adquisición o 

ARTÍCULO 5.- Las políticas y los 
programas públicos de vivienda, así 
como los instrumentos y apoyos a la 
vivienda deberán considerar los 
distintos tipos y modalidades de 
producción habitacional, entre otras: la 
promovida empresarialmente y la 
autoproducida o autoconstruida, en 
propiedad, arrendamiento o en otras 
formas legítimas de tenencia; así como 
para las diversas necesidades 
habitacionales: adquisición o 
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habilitación de suelo; lotes con 
servicios mínimos; parques de 
materiales; mejoramiento de vivienda; 
sustitución de vivienda; vivienda 
nueva; y, capacitación, asistencia 
integral e investigación de vivienda y 
suelo, propiciando que la oferta de 
vivienda digna refleje los costos de 
suelo, de infraestructura, servicios, 
edificación, financiamiento y titulación 
más bajos de los mercados 
respectivos, para lo cual incorporarán 
medidas de información, competencia, 
transparencia y las demás que sean 
convenientes para lograr este 
propósito. 

habilitación de suelo; lotes con 
servicios mínimos; parques de 
materiales; mejoramiento de vivienda; 
sustitución de vivienda; vivienda nueva; 
y, capacitación, asistencia integral e 
investigación de vivienda y suelo, 
propiciando que la oferta de vivienda 
adecuada refleje los costos de suelo, 
de infraestructura, servicios, edificación, 
financiamiento y titulación más bajos de 
los mercados respectivos, para lo cual 
incorporarán medidas de información, 
competencia, transparencia y las 
demás que sean convenientes para 
lograr este propósito. 

ARTÍCULO 6.- La Política Nacional de 
Vivienda tiene por objeto cumplir los 
fines de esta Ley y deberá considerar 
los siguientes lineamientos: 

 
I al XI… 
 
XII. Vigilar la correcta aplicación de los 
indicadores de marginación, que emite 
el Consejo Nacional de Evaluación de 
la Política de Desarrollo Social, para 
atender el direccionamiento de los 
programas federales, estatales y 
municipales en materia de vivienda. 
 

ARTÍCULO 6.- … 
 
 
 
 
I al XI… 
 
XII. Vigilar la correcta aplicación de los 
indicadores de marginación, que emite 
el Instituto Nacional de Estadística y 
Geografía, para atender el 
direccionamiento de los programas 
federales, estatales y municipales en 
materia de vivienda. 
 

ARTÍCULO 12.- … 

… 
 
… 
 
Los resultados de las evaluaciones 
deberán enviarse a la Comisión, a la 
Comisión Intersecretarial, al Consejo 
Nacional de Evaluación de la Política 
de Desarrollo Social, al Consejo y a las 
comisiones que atiendan los asuntos 
de vivienda de las Cámaras de 
Diputados y Senadores del Congreso 

ARTÍCULO 12.- … 

… 
 
… 
 
Los resultados de las evaluaciones 
deberán enviarse a la Comisión, a la 
Comisión Intersecretarial, al Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía, 
al Consejo y a las comisiones que 
atiendan los asuntos de vivienda de las 
Cámaras de Diputados y Senadores 
del Congreso de la Unión. Asimismo, 
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de la Unión. Asimismo, serán públicos 
en los términos de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental. 
 
… 
 

serán públicos en los términos de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental. 
 
… 
 

ARTÍCULO 19.- Corresponde a la 
Comisión: 

I. Formular y ejecutar su programa 
institucional, así como las 
disposiciones y reglas de operación 
necesarias para llevar a cabo las 
acciones de vivienda del gobierno 
federal orientadas a proteger y 
garantizar el derecho de las personas 
a disfrutar de una vivienda digna y 
decorosa, principalmente de la 
población de menores ingresos o en 
situación de pobreza; 

 
II al XXV… 
 

ARTÍCULO 19.- Corresponde a la 
Comisión: 

I. Formular y ejecutar su programa 
institucional, así como las 
disposiciones y reglas de operación 
necesarias para llevar a cabo las 
acciones de vivienda del gobierno 
federal orientadas a proteger y 
garantizar el derecho de las personas 
a disfrutar de una vivienda adecuada, 
principalmente de la población de 
menores ingresos o en situación de 
pobreza; 

 
II al XXV… 
 

ARTÍCULO 34.- Para cumplir con 
su objeto, la Comisión 
Intersecretarial tendrá las siguientes 
funciones: 
 
I al III… 
 
IV. Conocer las evaluaciones de los 
programas de vivienda y de la 
aplicación de las acciones e 
inversiones intersectoriales para el 
logro de una vivienda digna y 
decorosa, en su caso, formular las 
propuestas correspondientes; 
 
V al VIII… 
 

ARTÍCULO 34.- … 
 
 
 
 
 
I al III… 
 
IV. Conocer las evaluaciones de los 
programas de vivienda y de la 
aplicación de las acciones e 
inversiones intersectoriales para el 
logro de una vivienda adecuada, en 
su caso, formular las propuestas 
correspondientes; 
 
V al VIII… 
 

ARTÍCULO 77.- La Secretaría y la 
Comisión fomentarán la participación 
de los sectores público, social y 
privado en esquemas de 
financiamiento dirigidos al desarrollo y 

ARTÍCULO 77.- La Secretaría y la 
Comisión fomentarán la participación de 
los sectores público, social y privado en 
esquemas de financiamiento dirigidos 
al desarrollo y aplicación de 
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aplicación de ecotécnicas y de nuevas 
tecnologías en vivienda y 
saneamiento, principalmente de bajo 
costo y alta productividad, que 
cumplan con parámetros de 
certificación y cumplan con los 
principios de una vivienda digna y 
decorosa. 

ecotécnicas y de nuevas tecnologías en 
vivienda y saneamiento, principalmente 
de bajo costo y alta productividad, que 
cumplan con parámetros de 
certificación y cumplan con los 
principios de una vivienda adecuada. 

Sin correlativo Título Séptimo Bis 
De la Vivienda Arrendada 

Sin correlativo Capítulo Único 
Disposiciones Generales 

Sin correlativo ARTICULO 94 Bis. El derecho a la 
vivienda adecuada contempla como 
una de sus modalidades el 
arrendamiento, por lo que sus 
relaciones contractuales, en lo que 
directamente se relaciona con los 
principios de respeto a la legalidad 
y protección jurídica de la legítima 
tenencia, son de orden público e 
interés general y deberán observar 
los principios de legalidad y 
seguridad jurídica en beneficio de las 
partes involucradas. 

Sin correlativo Art. 94 Tér. Con la finalidad de 
garantizar el derecho a la vivienda 
adecuada, las disposiciones 
jurídicas que regulen la modalidad de 
arrendamiento deberán establecer, 
por lo menos, las siguientes 
obligaciones: 
 
I. El contrato de arrendamiento debe 
otorgarse por escrito y registrarse 
ante el Servicio de Administración 
Tributaria. 
II. El plazo mínimo que en el caso de 
arrendamiento para vivienda será de 
un año, prorrogable a voluntad del 
arrendatario, hasta por un año más, 
siempre y cuando se encuentre al 
corriente en el pago de las rentas, 
salvo convenio en contrario. 
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III. El destino para el uso de vivienda 
como objeto del arrendamiento del 
inmueble. 
IV. El monto, en moneda nacional, de 
los pagos. 
V. Fecha y lugar de los pagos así 
como la expedición de los recibos 
que deberán de cumplir con los 
requisitos fiscales correspondientes.  
VI. Las causas de rescisión del 
contrato. 
VII. La obligación de las partes para 
acudir al procedimiento legalmente 
establecido para rescindir el 
contrato. 
 
La ley sancionará los desalojos 
realizados sin seguir el 
procedimiento legalmente 
establecido para rescindir el 
contrato. No se considerará desalojo 
la desocupación voluntaria por parte 
del arrendatario. 

Sin correlativo Art. 94 Quáter. El cumplimiento de las 
disposiciones contenidas en el 
presente libro y lo que se regule en la 
legislación civil será considerado 
como excluyente, según lo que 
determine la Ley Nacional de 
Extinción de Dominio. 

 
Ley Nacional de Extinción de Dominio 
 

Texto vigente Iniciativa 

Artículo 15. Se presumirá la Buena 
Fe en la adquisición de los Bienes. 
Para gozar de esta presunción, la 
Parte Demandada y la o las personas 
afectadas, dependiendo de las 
circunstancias del caso, deberán 
acreditar suficientemente, entre otras: 

 
I al VII.- … 

 

Art. 15… 
 
 
 
 
 
 
 
I al VII… 
 
… 
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… 

 

Sin correlativo 
 

 
Se considerará reforzada la 
presunción de la Buena Fe del 
propietario de inmuebles otorgados 
en arrendamiento para su ocupación 
como vivienda cuando el contrato 
respectivo se encuentre registrado 
ante el Servicio de Administración 
Tributaria.  
 

 
 
Ley del Servicio de Administración Tributaria 
 

Texto vigente Iniciativa 

Artículo 7o. El Servicio de 
Administración Tributaria tendrá las 
atribuciones siguientes: 
 
I. al XI… 
 
Sin correlativo 
 
 
 
XII al XVIII….  

Artículo 7o…. 
 
 
 
I al XI… 
 
XI. Bis. Recibir y tener por 
registrados los contratos de 
arrendamiento de inmuebles 
destinados a la vivienda a través del 
buzón tributario. 
 
XII al XVIII…. 

 
 
 
Por lo antes expuesto se presenta a la consideración de esta H. Soberanía la 
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan 
diversas disposiciones de la Ley de Vivienda, y se adicionan a la Ley Nacional de 
Extinción de Dominio y a la Ley del Servicio de Administración Tributaria.  
 
Fundamento Legal  
 
En consideración de los motivos expuestos y con fundamento en el artículo 71, 
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 
6, párrafo 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto 
a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de Decreto 
por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Vivienda, se 
adicionan otras a la Ley Nacional de Extinción de Dominio y a la Ley del Servicio de 
Administración Tributaria.  
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Decreto 

 
Primero. Se reforman los artículos 1, primer párrafo, 2, 3, segundo párrafo, 4 
fracciones IX y XII, 5, 6 fracción XII, 12, párrafo cuarto, 19 fracción I, 34 fracción IV 
y 77,  así como se adicionan un Título Séptimo Bis “Del Arrendamiento”, con un 
capítulo único “Disposiciones Generales” y los artículos 94 BIS, 94 TÉR y 94 
QUÁTER, todos ellos de la Ley de Vivienda, para quedar de la siguiente forma: 
 
 
ARTÍCULO 1.- La presente Ley es reglamentaria del artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de vivienda. 
Sus disposiciones son de orden público e interés social y tienen por objeto 
establecer y regular la política nacional, los programas, los instrumentos y 
apoyos para que toda familia pueda disfrutar de vivienda adecuada. 
 
… 
… 
 
ARTÍCULO 2.- Se considerará vivienda adecuada la que cumpla con las 
disposiciones jurídicas aplicables en materia de asentamientos humanos y 
construcción, salubridad, cuente con espacios habitables y auxiliares, así como 
con los servicios básicos y brinde a sus ocupantes seguridad jurídica en cuanto a 
su propiedad o legítima posesión, y contemple criterios para la prevención de 
desastres y la protección física de sus ocupantes ante los elementos naturales 
potencialmente agresivos. 
 
ARTICULO 3.- … 
 
Las políticas y programas, los instrumentos y apoyos a la vivienda, así como la 
regulación jurídica de la vivienda arrendada a que se refiere este 
ordenamiento, se regirán bajo los principios de respeto a la legalidad y protección 
jurídica a la legítima tenencia, así como el combate a la invasión de predios y al 
crecimiento irregular de las ciudades. 
 
… 
 
… 
 

ARTÍCULO 4.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 
 
I al VIII… 

 
IX. Mejoramiento de vivienda: la acción tendiente a consolidar o renovar las 

viviendas deterioradas física o funcionalmente, mediante actividades de ampliación, 
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reparación, reforzamiento estructural o rehabilitación que propicien una vivienda 
adecuada; 
 
X al XI… 

 
XII. Política Nacional de Vivienda: el conjunto de disposiciones, criterios, 

lineamientos y medidas de carácter general que se establecen para coordinar las 
acciones de vivienda que realicen las autoridades federales, de las entidades 
federativas y municipales, así como su concertación con los sectores privado y 
social, con la finalidad de cumplir con el mandato constitucional del derecho a la 
vivienda adecuada; 
 
XIII al XV… 
 
ARTÍCULO 5.- Las políticas y los programas públicos de vivienda, así como los 
instrumentos y apoyos a la vivienda deberán considerar los distintos tipos y 
modalidades de producción habitacional, entre otras: la promovida 
empresarialmente y la autoproducida o autoconstruida, en propiedad, 
arrendamiento o en otras formas legítimas de tenencia; así como para las diversas 
necesidades habitacionales: adquisición o habilitación de suelo; lotes con servicios 
mínimos; parques de materiales; mejoramiento de vivienda; sustitución de 
vivienda; vivienda nueva; y, capacitación, asistencia integral e investigación de 
vivienda y suelo, propiciando que la oferta de vivienda adecuada refleje los costos 
de suelo, de infraestructura, servicios, edificación, financiamiento y titulación más 
bajos de los mercados respectivos, para lo cual incorporarán medidas de 
información, competencia, transparencia y las demás que sean convenientes para 
lograr este propósito. 
 
ARTÍCULO 6.- … 
 
I al XI… 

 
XII. Vigilar la correcta aplicación de los indicadores de marginación, que emite el 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía, para atender el direccionamiento 
de los programas federales, estatales y municipales en materia de vivienda. 
 
… 
 
ARTÍCULO 12.- … 

… 
 
… 
 

Los resultados de las evaluaciones deberán enviarse a la Comisión, a la 
Comisión Intersecretarial, al Instituto Nacional de Estadística y Geografía, al 
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Consejo y a las comisiones que atiendan los asuntos de vivienda de las Cámaras 
de Diputados y Senadores del Congreso de la Unión. Asimismo, serán públicos en 
los términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental. 
… 
 
ARTÍCULO 19.- Corresponde a la Comisión: 
 

I. Formular y ejecutar su programa institucional, así como las disposiciones 
y reglas de operación necesarias para llevar a cabo las acciones de vivienda 
del gobierno federal orientadas a proteger y garantizar el derecho de las 
personas a disfrutar de una vivienda adecuada, principalmente de la población de 
menores ingresos o en situación de pobreza; 

 
II al XXV… 

 
… 
 

ARTÍCULO 34.- … 
 
 
 
 
 
I al III… 
 
IV. Conocer las evaluaciones de los programas de vivienda y de la aplicación 
de las acciones e inversiones intersectoriales para el logro de una vivienda 
adecuada, en su caso, formular las propuestas correspondientes; 
 
V al VIII… 
 
… 
 
ARTÍCULO 77.- La Secretaría y la Comisión fomentarán la participación de los 
sectores público, social y privado en esquemas de financiamiento dirigidos al 
desarrollo y aplicación de ecotécnicas y de nuevas tecnologías en vivienda y 
saneamiento, principalmente de bajo costo y alta productividad, que cumplan con 
parámetros de certificación y cumplan con los principios de una vivienda adecuada. 
 
… 
 

TÍTULO SÉPTIMO BIS 
DE LA VIVIENDA ARRENDADA 

 
CAPÍTULO ÚNICO 
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DISPOSICIONES GENERALES 
 
ARTICULO 94 Bis. El derecho a la vivienda adecuada contempla como una de 
sus modalidades el arrendamiento, por lo que sus relaciones contractuales, 
en lo que directamente se relaciona con los principios de respeto a la 
legalidad y protección jurídica de la legítima tenencia, son de orden público 
e interés general y deberán observar los principios de legalidad y seguridad 
jurídica en beneficio de las partes involucradas. 
 
Art. 94 Tér. Con la finalidad de garantizar el derecho a la vivienda adecuada, 
las disposiciones jurídicas que regulen la modalidad de arrendamiento 
deberán establecer, por lo menos, las siguientes obligaciones: 
 
I. El contrato de arrendamiento debe otorgarse por escrito y registrarse ante 
el Servicio de Administración Tributaria. 
II. El plazo mínimo que en el caso de arrendamiento para vivienda será de un 
año, prorrogable a voluntad del arrendatario, hasta por un año más, siempre 
y cuando se encuentre al corriente en el pago de las rentas, salvo convenio 
en contrario. 
III. El destino para el uso de vivienda como objeto del arrendamiento del 
inmueble. 
IV. El monto, en moneda nacional, de los pagos. 
V. Fecha y lugar de los pagos así como la expedición de los recibos que 
deberán de cumplir con los requisitos fiscales correspondientes.  
VI. Las causas de rescisión del contrato. 
VII. La obligación de las partes para acudir al procedimiento legalmente 
establecido para rescindir el contrato. 
 
La ley sancionará los desalojos realizados sin seguir el procedimiento 
legalmente establecido para rescindir el contrato. No se considerará desalojo 
la desocupación voluntaria por parte del arrendatario. 
 
ARTICULO. 94 Quáter. El cumplimiento de las disposiciones contenidas en el 
presente libro y lo que se regule en la legislación civil será considerado como 
excluyente, según lo que determine la Ley Nacional de Extinción de Dominio. 
 
 
Segundo. Se adiciona un último párrafo al artículo 14 de la Ley Nacional de 
Extinción de Dominio en los siguientes términos: 
 
Art. 15… 
I al VII… 
… 
Se considerará reforzada la presunción de la Buena Fe del propietario de 
inmuebles otorgados en arrendamiento para su ocupación como vivienda 
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE DEROGA EL 

INCISO E) DEL ARTÍCULO 201 Y SE ADICIONA UN ARTÍCULO 201 BIS 1 AL 

CÓDIGO PENAL FEDERAL 

El que suscribe, Diputado Felipe Miguel Delgado Carrillo, integrante del Grupo 

Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, de la LXVI Legislatura de la 

Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo 

dispuesto por los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 

78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta 

asamblea la presente INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE 

SE DEROGA EL INCISO E) DEL ARTÍCULO 201 Y SE ADICIONA UN ARTÍCULO 

201 BIS 1 AL CÓDIGO PENAL FEDERAL, al tenor de lo siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El fenómeno del reclutamiento de menores para actividades delictivas en México ha 

adquirido proporciones sumamente preocupantes, afectando tanto a la infancia como 

al tejido social del país. Diversos informes y organizaciones han documentado cómo 

miles de niñas, niños y adolescentes son cooptados por grupos criminales para 

participar en una amplia gama de actividades ilícitas, que van desde el tráfico de 

drogas hasta el homicidio. Este tipo de explotación no solo constituye una flagrante 

violación de los derechos fundamentales de la niñez, sino que también perpetúa la 

espiral de violencia y criminalidad que afecta a las comunidades más vulnerables del 

país. 

Según estimaciones, entre 145,000 y 250,000 menores se encuentran en riesgo de 

ser reclutados o utilizados por el crimen organizado en México, lo cual subraya la 

magnitud del problema. Las causas de esta situación son múltiples y complejas, entre 
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ellas destacan factores estructurales como la pobreza, la falta de acceso a una 

educación de calidad, el abandono social y la violencia intrafamiliar.  

Estas condiciones generan un entorno que facilita la captación de menores por parte 

de grupos criminales, quienes recurren a diversas tácticas como el engaño, la 

coacción o la violencia para involucrarlos en actividades delictivas. 

A pesar de la gravedad de esta problemática, el marco jurídico mexicano carece de 

una tipificación clara y específica que sancione el reclutamiento de menores para 

actividades criminales de manera autónoma. Actualmente, estos actos se incluyen de 

manera general bajo delitos como la corrupción de menores o la trata de personas. 

Sin embargo, no existe una disposición que aborde de manera particular el 

reclutamiento sistemático de menores por parte de organizaciones delictivas, lo que 

deja un vacío legal importante. 

En respuesta a esta situación, la presente iniciativa propone la incorporación de un 

artículo 201 bis 1 al Código Penal Federal, en el espacio dejado por la derogación 

del artículo original en 2007. La propuesta busca tipificar el reclutamiento de menores 

para actividades delictivas como un delito autónomo, con sanciones proporcionales a 

la gravedad de estos actos. Esta reforma no solo cerraría un vacío legal, sino que 

dotaría al sistema judicial de herramientas más eficaces para castigar a quienes se 

aprovechan de la vulnerabilidad de la infancia. 

Además, la propuesta responde a las recomendaciones de organismos 

internacionales como el Comité de los Derechos del Niño de la ONU, que ha señalado 

reiteradamente la necesidad de fortalecer la legislación en esta materia. De esta 

forma, la iniciativa no solo busca alinear la legislación mexicana con los compromisos 

internacionales, sino también proporcionar una respuesta contundente a una 

problemática que afecta directamente a las personas menores de edad en México. En 
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suma, la reforma permitiría al Estado cumplir con sus obligaciones internacionales y 

ofrecer una protección más efectiva contra la explotación infantil. 

A. Situación Legal en México 

El marco normativo mexicano para la protección de menores se articula principalmente 

en la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes (LGDNNA) y 

el Código Penal Federal. Aunque ambos instrumentos contemplan la protección de 

los menores frente a diversas formas de explotación y abuso, no cuentan con una 

tipificación clara y diferenciada del reclutamiento de menores en actividades 

delictivas. Esta laguna ha sido denunciada por organizaciones de la sociedad civil y 

por instituciones de derechos humanos, que han subrayado la urgencia de reformar la 

legislación para abordar este fenómeno de manera específica y autónoma. 

Entre las propuestas legislativas, destaca la modificación del artículo 201 del Código 

Penal Federal, que actualmente tipifica la corrupción de menores, pero no trata 

directamente el reclutamiento sistemático de menores por parte de grupos criminales. 

Por tanto, se ha planteado la reintroducción del artículo 201 BIS 1, que contenga una 

tipificación clara y autónoma sobre este fenómeno. Tal reforma permitiría subsanar la 

deficiencia legal que facilita la impunidad de quienes participan en este tipo de 

explotación infantil. 

Además, el Sistema de Justicia Penal para Adolescentes, regulado por el artículo 

18 de la Constitución, se ha convertido en un punto de vulnerabilidad que es 

aprovechado por los grupos delictivos. Estos grupos reclutan menores con el 

conocimiento de que las sanciones serán menos severas por tratarse de 

adolescentes. Si bien este sistema está diseñado para proteger los derechos de los 

menores, también ha facilitado, en ciertos casos, que se explote su vulnerabilidad sin 
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sanciones efectivas contra los responsables del reclutamiento, más allá de la 

participación directa de los menores en delitos específicos. 

B. Cumplimiento de Obligaciones Internacionales 

México es parte de diversos tratados y convenciones internacionales que obligan al 

Estado a proteger a los menores de la explotación y el reclutamiento en actividades 

delictivas. Entre los más relevantes, se encuentra la Convención sobre los 

Derechos del Niño (CDN), que establece la obligación de proteger a los menores de 

cualquier forma de explotación y de actividades que pongan en riesgo su desarrollo 

integral. La CDN ha sido fundamental para impulsar la creación de normas más 

específicas en México que penalicen el reclutamiento de menores. 

Otro instrumento clave es el Protocolo Facultativo de la CDN sobre la participación 

de niños en conflictos armados, que es aplicable tanto a conflictos armados como 

a la delincuencia organizada. Este protocolo insta a los Estados a implementar 

medidas que impidan el reclutamiento de menores, incluso por actores no estatales, 

como es el caso de los grupos criminales. México, como Estado signatario, está 

obligado a fortalecer su marco normativo para cumplir con estas disposiciones. 

Asimismo, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha emitido 

informes en los que resalta el aumento preocupante del reclutamiento de menores en 

México por parte de grupos criminales. En 2018, la CIDH estimaba que 

aproximadamente 460,000 menores estaban involucrados en actividades delictivas 

en el país. Ante esta situación, la CIDH ha instado a México a reforzar su legislación 

y adoptar medidas preventivas más eficaces 
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C. Lecciones Internacionales 

Colombia ha sido un ejemplo en la implementación de leyes dirigidas a prevenir y 

sancionar el reclutamiento de menores. A raíz de su prolongado conflicto armado, el 

país ha tipificado este delito en su Código Penal, castigando tanto a grupos armados 

como a organizaciones criminales que utilizan menores para sus actividades. Además, 

Colombia ha implementado programas de Desmovilización, Desarme y 

Reintegración (DDR), que han permitido la rehabilitación y reinserción de miles de 

niños y adolescentes que fueron reclutados, demostrando un enfoque integral al 

problema. 

En el Reino Unido, el problema del reclutamiento de menores ha sido abordado 

principalmente a través del fenómeno conocido como County Lines, en el que los 

niños son utilizados por organizaciones criminales para traficar drogas. Las 

autoridades han adoptado un enfoque centrado en tratar a los menores como 

víctimas, más que como delincuentes, siguiendo las recomendaciones de organismos 

internacionales como la ONU. Además, se han implementado programas sociales que 

abordan tanto la prevención como la rehabilitación, con el fin de evitar que los 

menores reclutados vuelvan a caer en actividades delictivas.  

Sierra Leona y la República Democrática del Congo han sido pioneros en la 

criminalización del reclutamiento de menores en conflictos armados, gracias a la 

intervención de la Corte Penal Internacional (CPI) y el Tribunal Especial para 

Sierra Leona. Estos tribunales han emitido condenas significativas, como en el caso 

del líder rebelde Thomas Lubanga, quien fue condenado por crímenes de guerra que 

incluían el uso de niños soldados. Estos precedentes legales han sido esenciales para 

establecer la responsabilidad penal por el reclutamiento de menores a nivel 

internacional. 
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D. Factores que Facilitan el Reclutamiento de Menores 

Uno de los factores principales que expone a los menores al reclutamiento es la 

vulnerabilidad social en la que viven. México, como muchas otras naciones de América 

Latina, ha padecido históricas desigualdades sociales, lo que ha dejado a numerosos 

jóvenes en situaciones de precariedad. Según datos de la CNDH, entre 145,000 y 

250,000 menores en el país se encuentran en riesgo de ser reclutados por 

organizaciones criminales debido a condiciones como la pobreza, la desintegración 

familiar, la violencia intrafamiliar y la falta de acceso a oportunidades educativas y 

laborales. No obstante, el actual gobierno está trabajando arduamente en reducir 

estas brechas, aplicando programas sociales orientados a mejorar el bienestar de las 

familias más vulnerables. 

El entorno familiar y comunitario también es determinante en este fenómeno. En 

muchas ocasiones, los menores provienen de familias que atraviesan crisis 

estructurales o experimentan violencia, lo que los deja desprovistos del apoyo 

emocional y material necesario para resistir la influencia de las organizaciones 

delictivas. En comunidades donde el narcotráfico o la delincuencia organizada han 

tenido una presencia histórica, los jóvenes pueden sentir que pocas opciones 

legítimas están a su alcance, resultandos atraídos por las promesas de dinero rápido, 

poder o protección. Es importante subrayar que el gobierno de la Cuarta 

Transformación ha implementado diversos programas que buscan fortalecer el núcleo 

familiar y la cohesión comunitaria para ofrecer mayores oportunidades a los jóvenes, 

con iniciativas como “Jóvenes Construyendo el Futuro” que brindan capacitación 

laboral y apoyo económico a quienes se encuentran en situaciones de vulnerabilidad. 

Otro factor relevante es la exclusión educativa y la falta de programas de intervención 

temprana, situación que ha venido siendo atendida de manera progresiva. La 

administración actual ha puesto un énfasis particular en garantizar el acceso universal 
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a la educación, especialmente en las zonas más marginadas. Sin embargo, aún 

persisten retos, pues muchos menores que abandonan el sistema educativo o no 

tienen acceso a él son fácilmente reclutados por grupos delictivos. Las pandillas y 

organizaciones criminales se aprovechan de estas carencias, captando a jóvenes que 

no encuentran en la educación formal ni en el trabajo legítimo una alternativa viable. 

Es preciso recordar que, en la lucha por el bienestar de los menores, el actual gobierno 

ha priorizado la inversión en infraestructura educativa y el fortalecimiento de las 

escuelas en las zonas más vulnerables, a fin de que la educación sea un verdadero 

escudo protector para los jóvenes. 

E. El Impacto del Reclutamiento de Menores 

El impacto de esta práctica es devastador tanto para los menores como para el tejido 

social en su conjunto. Los niños y adolescentes reclutados pierden la posibilidad de 

vivir su infancia con plenitud y son expuestos a una vida de explotación y violencia. Al 

principio, muchos son utilizados en tareas menores como la vigilancia o el transporte 

de pequeñas cantidades de drogas, pero rápidamente son empujados hacia 

actividades más peligrosas, como el sicariato o el tráfico de grandes cantidades de 

estupefacientes. El actual gobierno, consciente de esta grave situación, ha impulsado 

una política de seguridad con un enfoque integral que busca erradicar las condiciones 

que facilitan este tipo de explotación y garantizar un futuro seguro para la juventud. 

Además, la constante exposición a la violencia y a entornos de riesgo genera serias 

secuelas psicológicas en los menores. Muchos desarrollan trastornos como el estrés 

postraumático, la ansiedad y la depresión, lo que dificulta su rehabilitación y su 

eventual reintegración en la sociedad. En este sentido, el gobierno ha implementado 

programas de atención psicológica y apoyo integral para las víctimas del 

reclutamiento, con el objetivo de brindarles las herramientas necesarias para sanar y 

reinsertarse en la vida social y laboral de manera plena. Sin embargo, la 
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estigmatización a la que se enfrentan, al haber sido obligados a cometer actos de 

violencia, continúa siendo un obstáculo para su reintegración, un desafío que el 

Estado ha abordado mediante campañas de concienciación comunitaria y 

reintegración social. 

A nivel comunitario, el reclutamiento de menores refuerza la cultura de la violencia y 

perpetúa la presencia del crimen organizado en las regiones más vulnerables. Las 

familias afectadas ven cómo sus hijos e hijas son cooptados por las redes delictivas, 

lo que debilita el tejido social y dificulta el desarrollo de una vida comunitaria armónica. 

Ante esto, la Cuarta Transformación ha reforzado su presencia en las zonas más 

afectadas, con la Guardia Nacional como una herramienta para restablecer la paz y 

garantizar la seguridad de todos los ciudadanos. El gobierno está decidido a devolver 

el control a las comunidades y ofrecer alternativas reales para el desarrollo y la 

prosperidad de sus jóvenes. 

F. Respuesta del Estado Mexicano 

El Gobierno de México, bajo la administración actual y la del expresidente López 

Obrador, ha mostrado un firme compromiso para enfrentar el reclutamiento de 

menores y garantizar su protección. Aunque históricamente no existía una legislación 

específica que sancionara esta práctica, la actual administración ha trabajado en el 

fortalecimiento del marco legal y en la creación de políticas públicas orientadas a 

proteger a los menores. Se han dado pasos significativos en la prevención del 

reclutamiento y la reintegración de los menores afectados. Asimismo, se han 

potenciado las instituciones de seguridad y justicia para enfrentar de manera más 

eficaz las redes criminales que explotan a la niñez. 

De igual forma, el gobierno ha implementado una serie de programas sociales 

diseñados para atacar las causas profundas de la criminalidad, como la pobreza, la 
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exclusión social y la falta de oportunidades. Iniciativas como “Sembrando Vida”, 

“Becas Benito Juárez” y “Jóvenes Construyendo el Futuro” buscan cerrar las brechas 

de desigualdad y crear un entorno más justo donde los jóvenes puedan desarrollarse 

en un marco de paz y legalidad. La Cuarta Transformación no solo se enfoca en la 

represión del crimen, sino también en la prevención y en la creación de condiciones 

sociales que permitan a todos los mexicanos vivir con dignidad. 

Sin embargo, para consolidar desde el marco normativo estos esfuerzos que se han 

realizado en la Cuarta Transformación, se considera la siguiente propuesta legislativa: 

G. Propuesta legislativa 

Actualmente, la derogación del artículo 201 bis 1 del Código Penal Federal en 2007 

ha dejado un vacío normativo que es crucial abordar para enfrentar el reclutamiento 

de menores por parte de organizaciones criminales. El marco legal vigente, aunque 

contempla delitos como la corrupción de menores y la trata de personas, no define 

con precisión ni aborda de manera integral las particularidades del reclutamiento 

sistemático que llevan a cabo estos grupos. Esta dispersión en la tipificación impide 

sancionar de forma adecuada una de las prácticas más lesivas para el desarrollo y 

bienestar de niñas, niños y adolescentes en México. 

La propuesta de reincorporar un artículo 201 bis 1 no solo busca cerrar este vacío, 

sino también tipificar el reclutamiento de menores como un delito autónomo, con 

sanciones proporcionales a la gravedad del fenómeno. En este contexto, se propone 

imponer penas de diez a veinte años de prisión y multas de quinientos a mil días. La 

reforma incluiría agravantes en situaciones donde el reclutamiento se realice mediante 

coacción, engaño o violencia, o cuando se utilicen medios digitales para captar a los 

menores, un método cada vez más común en la actualidad. Asimismo, se preverían 

penas más severas cuando la participación de los menores esté vinculada con delitos 
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graves como el narcotráfico, el secuestro o cualquier acto que implique violencia 

extrema. 

Este ajuste en la legislación responde no solo a las necesidades internas del país, 

sino también a las recomendaciones formuladas por organismos internacionales como 

el Comité de los Derechos del Niño de la ONU y la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos (CIDH). Ambos han subrayado la importancia de que México 

adopte una legislación específica que proteja a los menores del reclutamiento por 

actores no estatales. En este sentido, la tipificación autónoma del reclutamiento no es 

un acto aislado, sino una respuesta alineada con estándares internacionales que ya 

han sido implementados con éxito en otras jurisdicciones. 

Países como Colombia, que ha enfrentado situaciones similares debido a la presencia 

de grupos armados no estatales, han reformado su legislación penal para sancionar 

eficazmente a aquellos que involucren a menores en actividades delictivas. En el 

Reino Unido, las leyes enfocadas en el fenómeno de County Lines —un sistema 

utilizado por las redes de narcotráfico para explotar a menores en el transporte de 

drogas— han demostrado ser eficaces tanto para identificar como para castigar a 

quienes emplean a jóvenes en actividades ilícitas. México, al adoptar una medida de 

este tipo, no solo se alinea con estas buenas prácticas internacionales, sino que 

reafirma su compromiso con la protección integral de los derechos de la infancia. 

El impacto esperado de esta reforma va mucho más allá de la simple penalización. Al 

tipificar de manera autónoma el reclutamiento de menores, el Estado mexicano no 

solo refuerza su capacidad sancionadora, sino que también visibiliza de manera 

contundente la gravedad de este fenómeno, contribuyendo así a la sensibilización y 

prevención en la sociedad. La reforma pone en el centro del debate una concepción 

clave: los menores reclutados no deben ser tratados como delincuentes, sino como 

víctimas de un sistema que explota sus condiciones de vulnerabilidad social, muchas 
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veces derivadas de la pobreza, la falta de oportunidades y la descomposición del tejido 

comunitario. 

Otro aspecto innovador de esta propuesta es la consideración de los métodos 

contemporáneos de reclutamiento, como el uso de tecnologías digitales, que cada vez 

tienen mayor presencia en las estrategias de captación utilizadas por las 

organizaciones criminales. La incorporación de agravantes que sancionen el uso de 

estos medios es un reconocimiento de las nuevas dinámicas del crimen organizado, 

que han sabido adaptarse a las plataformas digitales para atraer y cooptar a menores, 

burlando así los controles tradicionales. Esta dimensión tecnológica subraya la 

importancia de contar con una legislación adaptada a los desafíos modernos, que 

responda no solo a las modalidades tradicionales de reclutamiento, sino también a las 

nuevas realidades. 

Así, la reincorporación del artículo 201 bis 1 como una figura jurídica autónoma, 

dotada de sanciones proporcionales y agravantes específicas, constituye un paso 

crucial en la lucha contra el reclutamiento de menores. Al adoptar esta reforma, México 

no solo avanza en su compromiso de garantizar la protección de sus niñas, niños y 

adolescentes, sino que también demuestra que, bajo la administración de la Cuarta 

Transformación, se están tomando medidas concretas para enfrentar las raíces 

estructurales de la criminalidad, y para construir un país en el que la justicia y la 

seguridad sean una realidad palpable para todas y todos. 

Para tener mayor claridad respecto a la reforma, se presenta la siguiente tabla 

comparativa:  
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CÓDIGO PENAL FEDERAL 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

Artículo 201.- Comete el delito de 
corrupción de menores, quien obligue, 
induzca, facilite o procure a una o varias 
personas menores de 18 años de edad 
o una o varias personas que no tienen 
capacidad para comprender el 
significado del hecho o una o varias 
personas que no tienen capacidad para 
resistirlo a realizar cualquiera de los 
siguientes actos: 
 
a) Consumo habitual de bebidas 
alcohólicas;  
 
b) Consumo de sustancias tóxicas o al 
consumo de alguno de los narcóticos a 
que se refiere el párrafo primero del 
artículo 193 de este Código o a la 
fármaco dependencia;  
 
c) Mendicidad con fines de explotación; 
 
d) Comisión de algún delito;  
 
e) Formar parte de una asociación 
delictuosa; o 
 
f) Realizar actos de exhibicionismo 
corporal o sexuales simulados o no, con 
fin lascivo o sexual. 
 
A quién cometa este delito se le 
impondrá: en el caso del inciso a) o b) 
pena de prisión de cinco a diez años y 
multa de quinientos a mil días; en el 
caso del inciso c) pena de prisión de 
cuatro a nueve años y de cuatrocientos 
a novecientos días multa; en el caso del 

Artículo 201.- Comete el delito de 
corrupción de menores, quien obligue, 
induzca, facilite o procure a una o varias 
personas menores de 18 años de edad 
o una o varias personas que no tienen 
capacidad para comprender el 
significado del hecho o una o varias 
personas que no tienen capacidad para 
resistirlo a realizar cualquiera de los 
siguientes actos: 
 
a) Consumo habitual de bebidas 
alcohólicas; 
  
b) Consumo de sustancias tóxicas o al 
consumo de alguno de los narcóticos a 
que se refiere el párrafo primero del 
artículo 193 de este Código o a la 
fármaco dependencia;  
 
c) Mendicidad con fines de explotación; 
 
d) Comisión de algún delito;  
 
e) Se deroga; 
 
 
f) Realizar actos de exhibicionismo 
corporal o sexuales simulados o no, con 
fin lascivo o sexual. 
 
A quién cometa este delito se le 
impondrá: en el caso del inciso a) o b) 
pena de prisión de cinco a diez años y 
multa de quinientos a mil días; en el 
caso del inciso c) pena de prisión de 
cuatro a nueve años y de cuatrocientos 
a novecientos días multa; en el caso del 
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inciso d) se estará a lo dispuesto en el 
artículo 52, del Capítulo I, del Título 
Tercero, del presente Código; en el 
caso del inciso e) o f) pena de prisión de 
siete a doce años y multa de 
ochocientos a dos mil quinientos días.  
Cuando se trate de mendicidad por 
situación de pobreza o abandono, 
deberá ser atendida por la asistencia 
social. 
 
No se entenderá por corrupción, los 
programas preventivos, educativos o de 
cualquier índole que diseñen e impartan 
las instituciones públicas, privadas o 
sociales que tengan por objeto la 
educación sexual, educación sobre 
función reproductiva, la prevención de 
enfermedades de transmisión sexual y 
el embarazo de adolescentes, siempre 
que estén aprobados por la autoridad 
competente; las fotografías, video 
grabaciones, audio grabaciones o las 
imágenes fijas o en movimiento, 
impresas, plasmadas o que sean 
contenidas o reproducidas en medios 
magnéticos, electrónicos o de otro tipo 
y que constituyan recuerdos familiares.  
En caso de duda, el juez solicitará 
dictámenes de peritos para evaluar la 
conducta en cuestión. 
 
Cuando no sea posible determinar con 
precisión la edad de la persona o 
personas ofendidas, el juez solicitará 
los dictámenes periciales que 
correspondan. 
 
En caso de duda, el juez solicitará 
dictámenes de peritos para evaluar la 
conducta en cuestión.  

inciso d) se estará a lo dispuesto en el 
artículo 52, del Capítulo I, del Título 
Tercero, del presente Código; en el 
caso del inciso f) pena de prisión de 
siete a doce años y multa de 
ochocientos a dos mil quinientos días.  
Cuando se trate de mendicidad por 
situación de pobreza o abandono, 
deberá ser atendida por la asistencia 
social. 
 
No se entenderá por corrupción, los 
programas preventivos, educativos o de 
cualquier índole que diseñen e impartan 
las instituciones públicas, privadas o 
sociales que tengan por objeto la 
educación sexual, educación sobre 
función reproductiva, la prevención de 
enfermedades de transmisión sexual y 
el embarazo de adolescentes, siempre 
que estén aprobados por la autoridad 
competente; las fotografías, video 
grabaciones, audio grabaciones o las 
imágenes fijas o en movimiento, 
impresas, plasmadas o que sean 
contenidas o reproducidas en medios 
magnéticos, electrónicos o de otro tipo 
y que constituyan recuerdos familiares.  
En caso de duda, el juez solicitará 
dictámenes de peritos para evaluar la 
conducta en cuestión. 
 
Cuando no sea posible determinar con 
precisión la edad de la persona o 
personas ofendidas, el juez solicitará 
los dictámenes periciales que 
correspondan. 
 
En caso de duda, el juez solicitará 
dictámenes de peritos para evaluar la 
conducta en cuestión.  
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Cuando no sea posible determinar con 
precisión la edad de la persona o 
personas ofendidas, el juez solicitará 
los dictámenes periciales que 
correspondan. 

 
Cuando no sea posible determinar con 
precisión la edad de la persona o 
personas ofendidas, el juez solicitará 
los dictámenes periciales que 
correspondan. 

Artículo 201 bis 1. Se deroga. Artículo 201 bis 1. Comete el delito 
de reclutamiento de menores quien, 
de forma organizada o estructurada, 
reclute, incite, integre o induzca a 
una o varias personas menores de 
dieciocho años, o a personas que no 
tienen capacidad para comprender el 
significado del hecho, para participar 
en actividades delictivas y/o formar 
parte de una asociación delictuosa, 
ya sea directa o indirectamente.  
 
Esto incluirá su involucramiento en 
actos delictivos bajo el control de 
grupos de delincuencia organizada, 
sin que sea necesario que el menor 
participe en la comisión material de 
los delitos. 
 
Se impondrá una pena de diez a 
veinte años de prisión y multa de 
quinientos a mil días cuando el 
reclutamiento sea acompañado de: 
 
a) Coacción, engaño o violencia 
física o psicológica. 
 
b) Utilización de medios digitales o 
cualquier tecnología para captar o 
manipular a los menores. 
 
c) La participación en actividades 
delictivas que impliquen delitos 
graves, como aquellos contra la 
salud, trata de personas, secuestro o 
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cualquier delito que involucre 
violencia extrema. 
 
En todos los casos, se considerará 
como agravante si la actividad 
delictiva es parte de una estructura 
organizada o si el menor es obligado 
a participar mediante el uso de 
cualquier tipo de intimidación. 

 

En virtud de lo anterior, se somete a consideración de esta asamblea el siguiente: 

 

Decreto por el que se reforma el artículo 201 y adiciona el artículo 201 bis 1 al 

Código Penal Federal 

 

ARTÍCULO ÚNICO. Se deroga el inciso e) del artículo 201 y se adiciona un artículo 

201 bis 1 al Código Penal Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 201.- Comete el delito de corrupción de menores, quien obligue, induzca, 

facilite o procure a una o varias personas menores de 18 años de edad o una o 

varias personas que no tienen capacidad para comprender el significado del hecho 

o una o varias personas que no tienen capacidad para resistirlo a realizar 

cualquiera de los siguientes actos: 

a) a d). … 

e) Se deroga; 

f) … 

… 

… 
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… 

… 

… 

Artículo 201 bis 1. Comete el delito de reclutamiento de menores quien, de 
forma organizada o estructurada, reclute, incite, integre o induzca a una o 
varias personas menores de dieciocho años, o a personas que no tienen 
capacidad para comprender el significado del hecho, para participar en 
actividades delictivas y/o formar parte de una asociación delictuosa, ya sea 
directa o indirectamente.  
 
Esto incluirá su involucramiento en actos delictivos bajo el control de 
grupos de delincuencia organizada, sin que sea necesario que el menor 
participe en la comisión material de los delitos. 
 
Se impondrá una pena de diez a veinte años de prisión y multa de quinientos 
a mil días cuando el reclutamiento sea acompañado de: 
 
a) Coacción, engaño o violencia física o psicológica. 
 
b) Utilización de medios digitales o cualquier tecnología para captar o 
manipular a los menores. 
 
c) La participación en actividades delictivas que impliquen delitos graves, 
como aquellos contra la salud, trata de personas, secuestro o cualquier 
delito que involucre violencia extrema. 
 

En todos los casos, se considerará como agravante si la actividad delictiva 
es parte de una estructura organizada o si el menor es obligado a participar 
mediante el uso de cualquier tipo de intimidación. 

 
 

TRANSITORIO 

 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 

el Diario Oficial de la Federación. 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a los 11 días del mes de marzo de 

2025. 

 

Suscribe 

 

Diputado Felipe Miguel Delgado Carrillo 
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